TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Cumplimiento de requisitos generales/ Carga impuesta al actor popular respecto a la notificación del auto admisorio no contradice el ordenamiento legal/ Autonomía judicial 
Del contenido de tal disposición no aparece, como parece lo entiende el actor, que corresponda al juzgado practicar la notificación del auto que admita la acción popular y se encargue de dar el aviso a la comunidad, tales cargas debe asumirlas el actor popular, quien en los asuntos a que se refieren sus escritos de tutela, no está beneficiado con un amparo de pobreza. 

VULNERACIÓN DEL DERECHO/ Deber de alegar y demostrar la situación fáctica que la origina 

“Se negará la petición elevada con el fin de dar trámite a la acción de tutela contra el Defensor del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre las acciones de tutela que por medio de esta providencia se resuelven.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-428 de 2007, SU-241 y T-307 de 2015; Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 3 de marzo de 2011.
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Se deciden en primera instancia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a las que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1.- Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a solicitárselo hasta la saciedad y ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2.- En el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira se encuentran radicadas, bajo los números “2015-385”, “2015-396”, “2015-398” y “2015-407” las acciones populares que formuló y en las cuales la juez no ha procedido a notificar a las entidades accionadas, a pesar de que fueron admitidas hace más de tres meses y en tal forma se desconocen los términos perentorios que deben ser acatados en ese tipo de actuaciones. 

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita: a) se ordene a la funcionaria demandada, notificar, de forma inmediata, las acciones populares a las entidades demandadas y b) dar trámite a la solicitud de tutela contra la Defensoría de Manizales y ordenarle presentar acciones de amparo a su nombre.  

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Después de que la Sala de Casación Civil declarara la nulidad de todo lo actuado en este proceso, por auto del pasado 4 de abril se admitieron las acciones de tutela en trámite acumulado, contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas y se ordenó vincular a los representantes legales de la Fundación de la Mujer y del Banco Davivienda S.A., al Alcalde del Municipio de Pereira, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.  
2.- En el curso del proceso se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El señor Alcalde Municipal, por medio de apoderado, se pronunció para oponerse a la acción de tutela porque el actor no ha demostrado ni argumentado la vulneración de derechos fundamentales dignos de protección y en razón a que las solicitudes de tutela van directamente dirigidas al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira. Propuso como excepción la falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que los hechos de las demandas involucran exclusivamente al juzgado accionado, además no se evidencia, ni aparece demostrada o definida la forma en la que el Municipio de Pereira ha amenazado, vulnerado o puesto en peligro los derechos fundamentales del accionante. 
2.2 La Defensora del Pueblo Regional Caldas refirió que designó un abogado adscrito al área administrativa de esa Defensoría para asesorar al señor Arias Idárraga en materia de acciones constitucionales y en relación con su seguridad personal; fue así como ese mismo funcionario presentó en el mes de agosto de 2014 acción de tutela contra diferentes entidades para obtener la protección de sus derechos con ocasión a los supuestos actos de persecución de los que era objeto, la que fue negada porque las demandadas acreditaron que según el estudio de seguridad realizado, el actor no tenía riesgo alguno; además lo ha representado ante diferentes entidades, a las cuales ha acudido para presentar denuncias contra funcionarios públicos que no han accedido a sus pretensiones.

Seguidamente señaló que el 26 de marzo de 2015, el citado accionante le elevó petición para que le suministrara impresora, tinta, papel y defensores para redactar 10.000 acciones populares; como quiera que esa Defensoría no maneja recursos propios, se corrió traslado de esa solicitud a la Secretaría General. Esta respondió que por razones presupuestales no podía acceder a la misma pero que sí se le podría brindar orientación jurídica, a pesar de que se sabe que él “conoce al dedillo todo el procedimiento tanto de acciones populares como de acciones de tutela”; frente a esa contestación, el demandante requirió a esa Defensoría para que presentara tutela contra ella misma con el fin de que le brindaran los referidos insumos.

Indicó que ante la gran cantidad de acciones constitucionales que el accionante ha presentado, la Sección Segunda de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante diferentes providencias, solicitó a esa Defensoría agotar las gestiones necesarias para que por el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses Seccional Caldas se le practique un examen de habilidad mental para determinar su “estado de capacidad de discernimiento para ejercer de forma autónoma sus derechos individuales”, sin que aún se haya podido practicar por las razones que explica.

Finalmente citó jurisprudencia en relación con la acción de tutela temeraria.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

3.- Las pruebas documentales allegadas en el proceso y que obran en este cuaderno
, acreditan los siguientes hechos:
a.- El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acciones populares contra cuatro sedes de Audifarma, ubicadas en la ciudad de Bogotá.

b.- En las radicadas bajo los números 2015-00396 y 2015-00398, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local decidió, por autos del 13 de octubre del 2015, admitir las demandas, ordenar la notificación personal de las entidades accionadas y comunicar del trámite a los miembros de la comunidad. Además, advirtió que los costos que genere la publicación de dicho aviso y los demás gastos del proceso los debería asumir el demandante. Igual determinación adoptó en los procesos radicados 2015-00385 y 2015-00407, mediante providencias del 21 de ese mismo mes.
c.- Frente a esas determinaciones el demandante interpuso los siguientes recursos:
De reposición y en subsidio apelación contra aquellos primeros autos con sustento en que nunca informará a la comunidad, como quiera que el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, no le impone esa carga. Además, pidió aplicar el artículo 199 del Código de Procedimiento Civil.
Solamente el de reposición contra los segundos, para solicitar: a) se vinculara al municipio donde ocurre la vulneración de los derechos colectivos, como entidad encargada de garantizar su protección; b) notificar a la entidad accionada, “pues es una carga del despacho… que le impuso la ley 472” y c) informar a la comunidad a través de la emisora de la Policía Nacional, porque la citada ley no le impone a la parte actora asumir ese tipo de cargas. 

d.- El juzgado de conocimiento resolvió no reponer esas decisiones porque la carga de notificar a la entidad demandada y comunicar a los miembros de la comunidad, corresponde al actor de conformidad con el artículo 21 de la ley 472 de 1998 de citada ley, que además autoriza al juez escoger los medios para hacerlo, mas no para asumir su valor con cargo al erario público; “o disponer que lo haga la parte demandada, y tampoco de exonerar al demandante de ese trámite procesal e imponérsela al medio escogido y que lo haga de manera gratuita” y no consideró necesario citar al municipio del lugar de ocurrencia de la presunta vulneración, “por cuanto en el asunto que se demanda no se observa que el ente administrativo territorial se encuentre comprometido en tal situación. No obstante como se dijo en el auto que admitió la demanda, en caso de existir otros posibles responsables, se ordenará su citación”. 
Además, resolvió no conceder el recurso de apelación que se interpuso como subsidiario respecto de las acciones populares radicadas bajo los Nos. 2015-00396 y 2015-00398, porque según lo previsto por el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, ese recurso solo es procedente contra la sentencia que se dicte en primera instancia.

e.- Posteriormente y solo en los procesos que se acaban de citar, el demandante interpuso recurso de reposición contra el auto que admitió la demanda. Reiteró que no informará a la comunidad.

f.- Mediante proveídos de 9 de noviembre de 2015 el juzgado accionado negó por improcedentes esos recursos de conformidad con el artículo 348 del Código de Procedimiento Civil, que en su inciso cuarto prevé que la providencia que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que contenga nuevos puntos no decididos anteriormente, circunstancia que no ocurrió en este caso.

g.- Aunque se solicitó hacerlo a la funcionaria accionada, el secretario de ese despacho informó que no han sido notificadas las demandadas en las acciones populares ya referidas, porque al actor se le advirtió que era su deber hacerlo y aún no ha cumplido con esa carga.
4.- En los asuntos bajo estudio se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela que atrás se mencionaron, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; el demandante interpuso recursos de reposición, el único admisible, contra las decisiones en las que encuentra la vulneración de sus derechos; el amparo se solicitó de manera oportuna y no trata de tutela contra tutela.
5.- En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.  

5.1. Surge de las pruebas recaudadas que la funcionaria demandada sustentó las decisiones en las que encuentra el actor lesionados sus derechos en el inciso 1º del artículo 21 de la ley 472 de 1998, que en su parte pertinente dice: “En el auto que admita la demanda el juez ordenará su notificación personal al demandado. A los miembros de la comunidad se les podrá informar a través de un medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta de los eventuales beneficiarios.- Para este efecto, el juez podrá utilizar simultáneamente diversos medios de comunicación… Cuando el demandado sea un particular, la notificación personal del auto admisorio se practicará de acuerdo con lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil…”
Del contenido de tal disposición no aparece, como parece lo entiende el actor, que corresponda al juzgado practicar la notificación del auto que admita la acción popular y se encargue de dar el aviso a la comunidad, tales cargas debe asumirlas el actor popular, quien en los asuntos a que se refieren sus escritos de tutela, no está beneficiado con un amparo de pobreza. 
En asunto similar al que aquí se ventila, en sede de tutela, se expresó así la Corte Suprema de Justicia:

“Finalmente se destaca que lo atinente a los gastos que debe asumir el actor popular constituyen una carga que no contraría el principio de la gratuidad, referido a la posibilidad de acudir ante la administración de justicia, y por ende, salvo que se hubiera concedido el amparo de pobreza
, el accionante deberá sufragar los costos que demande el proceso. Asimismo, se resalta que los gastos de enteramiento al demandado y de las publicaciones, contrario a lo referido por el actor, no forman parte del arancel judicial (Ley 1394), y por consiguiente no puede inferirse que a él se le esté cobrando dicha erogación…”

Puede entonces decirse que la funcionaria accionada adoptó sus decisiones con fundamento en una interpretación jurídica que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Pretende el demandante replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque el aquí demandante está en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, se negará el amparo solicitado.
6.- Se negará la petición elevada con el fin de dar trámite a la acción de tutela contra el Defensor del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre las acciones de tutela que por medio de esta providencia se resuelven.

7.- Tal como lo solicita el citado señor, se le enviará copia de este fallo a su correo electrónico y se ordenará, a su costa, expedirle copia de todo lo actuado. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a la que fueron vinculados el Alcalde del Municipio de Pereira, el Procurador y el Defensor del Pueblo, estos últimos de la Regional Risaralda.

SEGUNDO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, expídasele copia de toda la actuación.

TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO.- De no ser impugnada esta sentencia, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(AUSENTE CON CAUSA JUSTIFICADA)
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